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I.
RESUMEN
1.
El 22 de marzo de 2001 la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (en adelante, “la Comisión Interamericana” o “la CIDH”) recibió una petición en la que se alega la responsabilidad internacional de la República Federativa de Brasil (“el Estado” o “Brasil”) por la presunta discriminación contra la madre adoptiva Fátima Regina Nascimento de Oliveira y su hija adoptiva Maura Tatiane Ferreira Alves (“las presuntas víctimas”), en razón de la denegación de su derecho a la licencia de maternidad.  Se alega que el Estado es responsable por violaciones del derecho a las garantías judiciales, de la protección a la familia, de los derechos del niño, y de la igualdad ante la ley.  La petición fue presentada por THEMIS – Assessoria Jurídica e Estudos de Gênero; Justiça Global; Comissão de Cidadania e Direitos Humanos da Assembléia Legislativa do Rio Grande do Sul; Subcomissão da Criança e do Adolescente da Assembléia Legislativa do Rio Grande do Sul; e Instituto Amigos de Luca (en adelante “los peticionarios”).

2.
Los peticionarios alegan que la funcionaria pública Fátima Regina Nascimento de Oliveira adoptó a su hija Maura Tatiane Ferreira Alves, nacida el 23 de julio de 1989, ese mismo día, conforme a la decisión del Juez de Menores de la Comarca de Porto Alegre, estado de Rio Grande do Sul.  Inmediatamente, la señora Oliveira habría solicitado por vía administrativa su licencia de maternidad al Hospital Militar de Santa Maria, un establecimiento de salud público; sin embargo, según los peticionarios, su solicitud fue rechazada por dicha institución del Estado.  Los peticionarios informan que la señora Oliveira interpuso una acción cautelar ante la Justicia Laboral y que luego de varias decisiones en su favor emitidas por los jueces y tribunales laborales a partir del año 1990, el Supremo Tribunal Federal habría establecido que ella no tenía derecho a la licencia de maternidad a través de una decisión emitida el 30 de mayo de 2000.  En consecuencia, sostienen que el Estado brasileño ha violado los artículos 8 (garantías judiciales), 17 (protección a la familia), 19 (derechos del niño) y 24 (igualdad ante la ley) de la Convención Americana sobre Derechos Humanos (“la Convención Americana”); y que ha incumplido igualmente con su obligación general prevista en el artículo 1.1 del mismo instrumento.

3.
El Estado no contestó la denuncia, pese a haber sido notificado de acuerdo a las disposiciones reglamentarias y convencionales.

4.
Sin prejuzgar sobre el fondo del asunto, y de acuerdo con lo dispuesto en los artículos 46 y 47 de la Convención Americana, la Comisión Interamericana decide declarar la petición admisible respecto de la presunta violación de los artículos 8.1, 17, 19 y 24 de dicho instrumento internacional, todos ellos en concordancia con la obligación general prevista en su artículo 1.1.  Adicionalmente, conforme al principio iura novit curia, la CIDH declara admisible la petición respecto de la presunta violación del artículo 25.1 de la Convención Americana.  La Comisión Interamericana decide asimismo publicar el presente informe e incluirlo en su Informe Anual a la Asamblea General de la Organización de los Estados Americanos.

II.
TRÁMITE ANTE LA COMISIÓN INTERAMERICANA
5.
La denuncia fue recibida el 22 de marzo de 2001.  El 24 de abril de 2001 la CIDH transmitió las partes pertinentes de la petición al Estado y fijó un plazo de tres meses
 para que presentara sus observaciones.  Desde el 24 de abril de 2001 hasta la fecha de adopción del presente informe el Estado no ha presentado una respuesta por escrito a la petición.

6.
El 15 de octubre de 2002, durante el 116° período ordinario de sesiones de la Comisión Interamericana, se llevó a cabo una reunión de trabajo sobre el presente asunto, con la participación de las dos partes.

III.
POSICIÓN DE LAS PARTES
A.
Los peticionarios
7.
Los peticionarios alegan que la funcionaria pública Fátima Regina Nascimento de Oliveira adoptó a su hija Maura Tatiane Ferreira Alves, nacida el 23 de julio de 1989, ese mismo día, conforme a la decisión del Juez de Menores de la Comarca de Porto Alegre, estado de Rio Grande do Sul.  Acto seguido, la señora Oliveira habría solicitado administrativamente su “licencia para la embarazada” al Hospital Militar de Santa Maria, establecimiento público de salud, de conformidad con el artículo 7, XVIII de la Constitución brasileña, que establece que “son derechos de los trabajadores urbanos y rurales, además de otros que se destinen a la mejora de su condición social: licencia a la embarazada, sin perjuicio al empleo y al salario, por un período de ciento y veinte días”.
  Sin embargo, su solicitud fue rechazada por dicha institución estatal.  Asimismo, según los peticionarios, fue amenazada de despido por justa causa en caso de no volver al trabajo dentro de treinta días.

8.
En virtud de lo anterior, los peticionarios informan que la Sra. Oliveira interpuso una acción cautelar a favor de ella misma y de su hija ante la Justicia Laboral (Acción Cautelar 4056/89), y que el 15 de junio de 1990 obtuvo una medida cautelar y una decisión favorable de primera instancia en el proceso correspondiente (Proceso 4405/89).  Conforme a los peticionarios, en virtud de que la parte reclamada (Hospital Público Santa Maria) era una institución del Estado, el caso fue sometido automáticamente a la segunda instancia.  El Tribunal Regional Laboral confirmó la anterior decisión a favor de las presuntas víctimas el 19 de noviembre de 1991.  Los peticionarios alegan que el Gobierno de Rio Grande do Sul recurrió contra esa decisión a través de un Agravo Regimental (AC. 5ª T – 4628/93) ante el Tribunal Superior Laboral, que no obstante confirmó la decisión favorable a las presuntas víctimas el 2 de noviembre de 1993.  Según los peticionarios, el Gobierno de Rio Grande do Sul interpuso un recurso de Embargos de Declaração (AC. 5ª T – 953/94), que fue rechazado el 24 de marzo de 1994.

9.
Finalmente, informan los peticionarios que el Gobierno de Rio Grande do Sul intentó un recurso extraordinario (TST – RE – ED – AG – AI – 53.462/92.4), que fue rechazado por el Tribunal Superior Laboral el 20 de julio de 1994; no obstante, el recurso extraordinario interpuesto ante el Supremo Tribunal Federal (RE 197.807-04, RS) --última instancia del país-- resultó en una sentencia contraria a las presuntas víctimas, dictada el 30 de mayo de 2000.  Los peticionarios señalan que el Supremo Tribunal Federal rechazó el derecho de las presuntas víctimas a la licencia de maternidad, en virtud de que la señora Oliveira era madre adoptiva, y que la referida sentencia expresó que “no se extiende a la madre adoptiva el derecho a licencia, establecido por el artículo 7, XVIII, de la Constitución Federal, en beneficio de la empleada embarazada, siendo competencia del legislador ordinario el tratamiento de la materia”.  Según los peticionarios, dicha decisión fue publicada el 24 de septiembre de 2000 con carácter de cosa juzgada, es decir que se transformó en una decisión definitiva sin posibilidad de recurso alguno, con lo que se agotaron los recursos de jurisdicción interna.

10.
En relación a la decisión del Supremo Tribunal Federal, los peticionarios alegan primeramente que por haber sido emitida más de 10 años después de la adopción de Maura Tatiane Ferreira Alves, efectivamente denegó a las presuntas víctimas el acceso a la justicia y el derecho a las garantías judiciales dentro de un plazo razonable.  Asimismo, los peticionarios argumentan que la decisión del Supremo Tribunal Federal violó el derecho a la igualdad ante la ley.  Alegan al respecto que la distinción hecha por el Tribunal entre madres adoptivas y madres naturales es sustancialmente discriminatoria.  Los peticionarios sostienen que dicha decisión judicial incumple el deber de protección de la maternidad, de la familia y, particularmente, de los derechos del niño; y que por tanto, es violatoria de la Convención Americana.

11.
Según los peticionarios, la expresión “licencia para la embarazada” contenida en la Constitución brasileña no puede ser entendida de manera abstracta, sino que debe corresponder al objetivo de la norma, que es la protección del desarrollo saludable de los niños infantes.  Por lo tanto, no debería ser interpretada restrictivamente en relación con la maternidad biológica, en violación de las disposiciones de la Convención Americana sobre protección de la familia y de los niños.

12.
Por tanto, los peticionarios sostienen que el Estado brasileño ha violado los artículos 8 (garantías judiciales), 17 (protección a la familia)
, 19 (derechos del niño)
 y 24 (igualdad ante la ley)
 de la Convención Americana; y que ha incumplido igualmente su obligación general prevista en el artículo 1.1 del mismo instrumento.

13.
Por último, durante la reunión de trabajo realizada el 15 de octubre de 2002, los peticionarios reconocieron que hubo avance en la legislación brasileña respecto de la licencia de maternidad, tras la aprobación de la Ley No. 10.421 del 15 de abril de 2002, que extendió a las madres adoptivas el derecho a la licencia de maternidad.  Sin perjuicio de lo anterior, los peticionarios resaltaron que la reforma legislativa no alcanzaba retroactivamente a las presuntas víctimas, ni significaba una reparación integral a las mismas.
B.
El Estado
14.
El Estado no contestó la denuncia por escrito hasta la fecha de adopción del presente informe, pese a que fue notificado debidamente, y se le fijó el plazo de tres meses previsto en el Reglamento entonces vigente para que presentara sus observaciones sobre la petición.

15.
Durante la reunión de trabajo realizada el 15 de octubre de 2002, el Estado solicitó que la CIDH archivara la presente petición, en virtud de que la legislación interna ya había sido modificada; y debido a que la nueva ley no puede ser aplicada retroactivamente para beneficiar a las presuntas víctimas.

IV.
ANÁLISIS DE ADMISIBILIDAD
A.
Competencia ratione personae, ratione materiae, ratione temporis y ratione loci
16.
Los peticionarios tienen locus standi para presentar denuncias ante la CIDH, conforme al artículo 44 de la Convención Americana.  La petición indica como presuntas víctimas a Fátima Regina Nascimento de Oliveira y Maura Tatiane Ferreira Alves, respecto a quienes el Estado brasileño se comprometió a respetar y garantizar los derechos consagrados en dicho instrumento internacional.  En lo concerniente al Estado, la República Federativa del Brasil ratificó la Convención Americana el 25 de septiembre de 1992, por tanto la Comisión Interamericana tiene competencia ratione personae para examinar la petición.

17.
La CIDH tiene competencia ratione loci para conocer la petición, por cuanto en ella se alegan violaciones de derechos humanos protegidos en la Convención Americana que habrían tenido lugar dentro de la jurisdicción de Brasil, Estado parte en dicho tratado.

18.
Asimismo, la Comisión Interamericana tiene competencia ratione temporis puesto que se denuncian violaciones a derechos protegidos en la Convención Americana ocurridas en virtud de la decisión del Supremo Tribunal Federal del 30 de mayo de 2000, fecha en la cual la Convención Americana ya se encontraba vigente para Brasil.  Por último, la CIDH también tiene competencia ratione materiae, toda vez que los peticionarios denuncian presuntas violaciones a los derechos protegidos por la Convención Americana.

B.
Otros requisitos para la admisibilidad de la petición
1.
Agotamiento de los recursos internos
19.
De conformidad con el artículo 46.1 de la Convención Americana, a efectos de que una petición sea admitida por la Comisión Interamericana, es necesario que se hayan agotado los recursos de la jurisdicción interna de acuerdo con los principios del derecho internacional generalmente reconocidos.

20.
La CIDH observa que es un hecho no controvertido que el 30 de mayo de 2000 fue rechazado en última instancia el reclamo de las presuntas víctimas sobre la licencia de maternidad, a través de la decisión emitida por el Supremo Tribunal Federal.  Igualmente, es un hecho no controvertido que dicha decisión hizo cosa juzgada y que fue notificada el 24 de septiembre de 2000.

2.
Plazo de presentación

21.
El artículo 46.1.b de la Convención Americana exige que las peticiones sean presentadas dentro del plazo de seis meses a partir de la notificación de la decisión definitiva.  Conforme a lo mencionado supra, la decisión definitiva fue notificada el 24 de septiembre de 2000.  La petición fue recibida por la CIDH el 22 de marzo de 2001, dentro del plazo de seis meses al que se refiere el artículo 46.1.b de la Convención Americana.

3.
Duplicación de procedimientos y cosa juzgada
22.
No surge del expediente que la materia de la petición se encuentre pendiente de otro procedimiento internacional, ni que reproduzca una petición ya examinada por este u otro órgano internacional.  Por ello, corresponde dar por cumplidos los requisitos establecidos en los artículos 46.1.c y 47.d de la Convención Americana.

4.
Caracterización de los hechos alegados
23.
El artículo 47.b de la Convención Americana establece que la CIDH declarará inadmisible toda petición o comunicación presentada cuando “no exponga hechos que caractericen una violación de los derechos garantizados por esta Convención”.  El criterio de evaluación de esos requisitos difiere del que la Comisión Interamericana utiliza para pronunciarse sobre el fondo de un caso.  En efecto, la evaluación se encuentra dirigida a determinar, prima facie, si la petición comprende el fundamento de la violación, posible o potencial, de un derecho garantizado por la Convención Americana, y no a establecer la existencia efectiva de una violación de derechos.  En otras palabras, esta determinación constituye un análisis primario, que no implica prejuzgar sobre los méritos del asunto
.

24.
La CIDH observa que los peticionarios han denunciado hechos de supuesta discriminación expresada a través de la sentencia del Supremo Tribunal Federal, que habría establecido una distinción sustancial e injustificada entre madres naturales y madres adoptivas.  Han alegado asimismo que se ha denegado a la madre adoptiva y a su hija adoptiva el derecho a la licencia de maternidad, lo que vulneraría el derecho a la igualdad ante la ley, la protección a la maternidad y la protección a la niñez.  Los hechos denunciados, de ser probados en la etapa de fondo, podrían caracterizar violaciones del artículo 24 de la Convención Americana en perjuicio de las presuntas víctimas.

25.
Asimismo, respecto de la presunta violación de la protección a la familia y de los derechos del niño, la Comisión Interamericana considera que, de ser ciertos, los hechos referentes a la presuntamente injustificada distinción efectuada entre familia adoptiva y familia natural para la concesión de la licencia de embarazo, así como entre hijos adoptivos e hijos nacidos de una gestación,  podrían caracterizar violaciones de los derechos consagrados en los artículos 17 y 19 de la Convención Americana en perjuicio de las presuntas víctimas.

26.
Por último, de ser cierto que la referida decisión del Supremo Tribunal Federal denegó a las presuntas víctimas el derecho a las garantías judiciales y a la protección judicial, es decir, el derecho a un recurso efectivo dentro de un plazo razonable, la CIDH considera que lo anterior podría caracterizar violaciones del artículo 8.1 y --en aplicación del principio iura novit curia-- del artículo 25.1, ambos de la Convención Americana.  Todos los anteriores artículos de la Convención Americana deben ser analizados en relación con la obligación de respetar los derechos, consagrada en el artículo 1.1 del mismo instrumento internacional.


27.
Por lo tanto, la CIDH decide que los peticionarios han acreditado prima facie los extremos requeridos en el artículo 47.b. de la Convención Americana.

V.
CONCLUSIONES

28.
La Comisión Interamericana concluye que tiene competencia para conocer el fondo de este caso y que la petición es admisible de conformidad con los artículos 46 y 47 de la Convención Americana.  Con fundamento en los argumentos de hecho y de derecho antes expuestos, y sin prejuzgar sobre el fondo de la cuestión,

LA COMISIÓN INTERAMERICANA DE DERECHOS HUMANOS,
DECIDE:
1.
Declarar admisible la presente petición en cuanto se refiere a presuntas violaciones de los derechos protegidos en los artículos 8.1, 17, 19, 24 y 25.1 de la Convención Americana, en relación con la obligación general consagrada en el artículo 1.1 de dicho tratado;

2.
Notificar la presente decisión a las partes;

3.
Continuar con el análisis de fondo del asunto; y

4.
Publicar esta decisión e incluirla en su Informe Anual a la Asamblea General de la Organización de los Estados Americanos.

Dado y firmado en la ciudad de Washington, D.C., a los 15 días del mes de marzo de 2010.  (Firmado): Felipe González, Presidente; Dinah Shelton, Segunda Vicepresidenta; María Silvia Guillén, José de Jesús Orozco Henríquez y Rodrigo Escobar Gil, Miembros de la Comisión.
� El Comisionado Paulo Sérgio Pinheiro, de nacionalidad brasileña, no participó en las deliberaciones ni en la decisión de la presente petición, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 17.2.a del Reglamento de la Comisión.


� Conforme al artículo 34 del Reglamento de la CIDH vigente para esa época.


� Traducción libre del portugués original: “São direitos dos trabalhadores urbanos e rurais, além de outros que visem à melhoria de sua condição social: licença à gestante, sem prejuízo do emprego e do salário, com a duração de cento e vinte dias”.


� Los peticionarios utilizan también lo dispuesto en el artículo 10 del Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, a fin de interpretar la norma de protección a la familia de la Convención Americana (artículo 17).


� Los peticionarios utilizan también lo dispuesto en el artículo 24 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, en el artículo 10.3 del Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, y en los artículos 3, 5, 18 y 24 de la Convención sobre los Derechos del Niño, a fin de interpretar la norma de protección a los niños de la Convención Americana (artículo 19).


� Los peticionarios utilizan también lo dispuesto en el artículo 2 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, y en el artículo 11 de la Convención sobre la Eliminación de Todas las Formas de Discriminación contra la Mujer,  a fin de interpretar las normas de no discriminación de la Convención Americana (artículos 1.1 y 24).


� CIDH, Informe No. 21/04, Petición 12.190, Admisibilidad, José Luís Tapia González y otros (Chile), 24 de febrero de 2004, párrafo. 33.





